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FECHA DE ESTRUCTURACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LA PRESTACIÓN DE INVALIDEZ. Conforme lo tiene sentado la Corte Constitucional, para el reconocimiento de la pensión de invalidez por vía de tutela, cuando se trata de un sujeto de especial protección que padece un padecimiento crónico, degenerativo o congénito, se debe tener en cuenta que: “[…] el régimen legal para acceder a la pensión de invalidez se encuentra prescrito en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. La norma dispone que tendrá derecho a la pensión de invalidez la persona que sea declarada inválida, por enfermedad o por accidente, y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.”. La norma señala que el término para completar las cincuenta (50) semanas requeridas, se cuenta a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, es decir, del momento a partir del cual la persona ha perdido la capacidad de laborar en tal grado, que le es imposible seguir cotizando al Sistema. La determinación de cuándo se tiene una pérdida de capacidad relevante para efectos pensionales, se establece a través del dictamen médico que realizan las Juntas Calificadoras de Invalidez. Ahora bien, cuando se trata de accidentes o de situaciones de salud que generan la pérdida de capacidad de manera inmediata, la fecha de estructuración de la invalidez coincide con la fecha de la ocurrencia del hecho; sin embargo, existen casos en los cuales la fecha en que efectivamente una persona está en incapacidad para trabajar, es diferente a la fecha que indica el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral; esta última situación se presenta, generalmente, cuando se padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, en donde la pérdida de capacidad laboral es progresiva, en estos casos las calificaciones de invalidez se determinan generalmente con base en la fecha en la que se presentó el primer síntoma de la enfermedad, o en aquella que señala la historia clínica como de diagnóstico de la enfermedad. Empero, en este tipo de enfermedades dichas calificaciones no corresponden de manera cierta al momento en el que la persona pierde la capacidad laboral de manera permanente y definitiva, tal y como lo exige la normatividad que regula la pensión de invalidez. En consecuencia se genera una desprotección constitucional y legal de las personas con invalidez.” (…) Para la Sala entonces, en el presente caso era procedente ordenar a COLPENSIONES la realización de un nuevo estudio de la petición de la actora, al tener en cuenta como fecha de estructuración aquella en la que hizo su última cotización, pues a consecuencia de las patologías que sufre y de las cuales obra prueba de su existencia desde el año 2010, ello da a entender que las mismas solo le permitieron ejercer alguna actividad productiva hasta el mes de mayo de 2012, por ser ésta la fecha donde contó con las condiciones físicas suficientes para laborar de forma independiente y por ende aportar al Sistema General de Seguridad Social en Pensión, lo cual siempre efectuó sobre la base de un salario mínimo legal, como se aprecia del reporte arrimado al dossier, todo lo cual se compadece con las actividades que ejerció como vendedora de arepas, en una trilladora donde escogía café y en un vivero.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, con ocasión  de  la  acción de tutela interpuesta mediante apoderado judicial por la señora VIRGELINA JIMÉNEZ BRAVO.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora JIMENEZ BRAVO, por intermedio de apoderado, se pueden sintetizar así: (i) padece de diabetes mellitus, enfermedad pulmonar obstructiva crónica, hipertensión arterial esencial primaria, síndrome del túnel carpiano y trastorno depresivo recurrente y al calificarse su pérdida de capacidad laboral por la Junta Regional se le fijó en el 55.43% con fecha de estructuración en mayo 26 de 2015; (ii) al elevar solicitud de pensión de invalidez ante COLPENSIONES, se le negó mediante resolución  GNR348464 de noviembre 22 de 2016 al no reportar semanas en los 3 años antes; (iii) la actora aportó 845 semanas y su última cotización la realizó en mayo 31 de 2012,  al dejar de hacerlo por no contar con aptitudes físicas para ello; (iv) resulta injusto no reconocer la pensión de invalidez por no acreditar 50 semanas en los últimos 3 años, cuando con anterioridad a ello efectuó una suma mayor de cotizaciones; (v) hace referencia a sentencia de T-143 de 2013, donde en casos como este, la Corte ha referido que se debe tener como fecha de estructuración el momento en el que hizo el último aporte, y aunque la Junta le fijó como tal la de mayo 26 de 2015, sus antecedentes patológicos son anteriores, lo que incluso motivó a que el departamento de medicina laboral de COOMEVA le otorgara concepto no favorable de recuperación en marzo 23 de 2011 y requirió a COLPENSIONES para dar inicio a la calificación de pérdida de capacidad de trabajo; (vi) la condición de la actora es deplorable lamentable, pues tiene 70 años de edad, ser inválida, su situación familiar y económica es precaria, pues hace más de 5 años no puede laborar, no cuenta con ingresos para asegurar su mínimo vital, depende de la ayuda de amigos y familiares, lo que hace inviable que soporte las vicisitudes de un proceso ordinario para obtener su pensión de invalidez; (vii) pese a haberse interpuesto recurso de apelación contra la decisión e COLPENSIONES, por resolución VPB1307 de enero 11 de 2017, la misma  fue confirmada, y (viii) la acción constitucional es procedente pues la señora VIRGELINA JIMÉNEZ BRAVO es un sujeto de especial protección constitucional, por su estado de salud, precaria situación económica y avanzada edad lo cual la deja en un estado de debilidad manifiesta.

Pide se tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad, seguridad social  y la dignidad humana, vulnerados por COLPENSIONES y en consecuencia se le ordene a ésta que reconozca y pague la pensión de invalidez a partir de mayo 31 de 2012, cuando realizó su última cotización al sistema.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela se corrió traslado de ésta a COLPENSIONES, dio respuesta la Gerente de Defensa Judicial en la que pide se declare improcedente la acción por existir otros medios de defensa judicial e igualmente mediante las resoluciones emitidas se dio respuesta a las peticiones elevadas, donde se fundamentan las razones por las cuales se niega la pretensión de la actora, al no cumplir los requisitos exigidos por la ley para acceder a la misma; agrega que de estar inconforme con las decisiones adoptadas, debe agotar los procedimientos administrativos y no acudir a la acción de tutela en tanto ésta no procede para el reconocimiento de derechos laborales.

3.2- Agotado el tramite a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió en junio 2 de 2017 sentencia por medio de la cual concedió el amparo pretendido al considerar con fundamento en la sentencia T-194 de 2016, que la fecha para verificar el cumplimiento de las exigencias para acceder a la pensión de invalidez, es en mayo 31 de 2012, es decir, el momento de su última cotización, pues de no procederse de tal manera le restaría valor a la protección especial a las personas con discapacidad, máxime que realizó aportes correspondientes a 845.29 semanas. Estimó en consecuencia que era válido permitir que la actora accediera a su pensión de invalidez, pues con anterioridad a la fecha de estructuración cumplió con las semanas cotizadas, y aplicar una interpretación menos favorable sería generar un enriquecimiento sin causa a favor de COLPENSIONES, por lo cual le ordenó a dicha entidad que dentro de las 48 horas siguientes emitirá nuevo acto administrativo para resolver la pretensión de la señora VIRGELINA JIMÉNEZ BRAVO en el que se debía tener como fecha de estructuración el día de su último pago al sistema, es decir, mayo 31 de 2012.

4.- IMPUGNACIÓN

El Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES,  con similares argumentos a los que aportó al contestar la demanda, refiere que la tutela no procede cuando existan otros medios de defensa judicial y en este caso se debe acudir a la jurisdicción ordinaria laboral, máxime que las peticiones elevadas por la actora fueron debidamente resueltas y si está en desacuerdo con las mismas debe agotar los procedimientos judiciales dispuestos para ello y no hacerlo por vía de tutela. En relación con la orden del juzgado para expedir un nuevo acto administrativo para modificar la fecha de estructuración, señala que el juez natural para resolver tal controversia es el laboral, pues el juez de tutela no puede realizar un análisis de fondo sobre lo pedido, máxime que en este caso se pretende desnaturalizar la acción constitucional al pretender el reconocimiento de derechos que son de conocimiento del juez natural. Pide en consecuencia se revoque el fallo impugnado y se declare improcedente la presente tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta por el apoderado de la señora VIRGELINA DE JESÚS JIMÉNEZ BRAVO. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
5.2.1- Procedencia de la acción de tutela en el presente caso

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la situación fáctica planteada por el accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES que  proceda a reconocer y pagar su pensión de invalidez, por cuanto cumple con las exigencias para ello, esto es, por cuanto se debe tener como fecha de estructuración la última cotización al sistema, por cuanto fue allí cuando perdió su capacidad laboral y no la fijada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
El tema de las pensiones por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices con respecto a la procedencia de este excepcional mecanismo cuando se busque el otorgamiento de derechos prestacionales. 

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse circunstancias especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que ésta sola circunstancia sea suficiente para ello-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del máximo órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela, en atención al principio de subsidiaridad, como así ha quedado clarificado desde la Sentencia T-344 de 2008
. 
Como se adujo, no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata. Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional, en la providencia T-740 de 2007
 las que de constatarse conllevarían a la prosperidad de la acción de tutela
Esa tesis jurisprudencial fue reiterada en la sentencia T-146/13 y en la que además se precisó que para la procedencia de la tutela para el reconocimiento pensional, se deben acreditar los requisitos legales exigidos para ello:

“[…] La jurisprudencia de esta Corporación ha dicho que en principio la acción de tutela es improcedente cuando a través de esta vía se pretende obtener el reconocimiento y pago de una prestación económica, puesto que, de un lado, dicho beneficio se otorga a quienes cumplen con los requisitos establecidos en la ley y, de otro, ante el surgimiento de una controversia legal frente a su reconocimiento existen los mecanismos ordinarios para su resolución.

 

[…] las pruebas  deben permitir establecer dos reglas importantes en el análisis de la procedencia de la acción de tutela. La primera, busca asegurar la eficacia de los derechos fundamentales del sujeto que a pesar de encontrarse en una grave situación originada en el no reconocimiento de su derecho pensional, cuyo derecho está acreditado, no ha visto atendida su solicitud de acuerdo a la normatividad aplicable y a las condiciones fácticas en las que apoya su petición, lo cual afectaría derechos fundamentales. Y, en segundo lugar, este requisito traza un claro límite a la actuación del juez de tutela, quien sólo puede acudir a esta actuación excepcional en los precisos casos en los cuales se demuestre la reunión de las exigencias legales para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, pero que requieran la intervención urgente del juez constitucional.

En el estudio de la procedibilidad del amparo tutelar frente a un sujeto de especial protección, lo primordial es asegurar la eficacia de los derechos más inherentes al ser humano y del mismo modo determinar sin lugar a dudas que el peticionario en realidad cumple con el lleno de los requisitos para acceder a la pensión. Lo anterior, habilitaría al juez constitucional para abordar el estudio de la negativa de su reconocimiento por la autoridad administrativa, como un asunto de relevancia constitucional por los derechos fundamentales que estarían en riesgo de ser transgredidos […]”. 
Así mismo ha reiterado la alta Corporación que la procedencia de la tutela se encuentra condicionada a la previa utilización de los medios de defensa ordinarios, y ha dejado claro que la acción de amparo como mecanismo residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente, como así se plasmó en la Sentencia T-472 de 2008, donde se hizo alusión a la SU-111 de 1997, de lo cual se deduce que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los plazos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias consagradas en cada jurisdicción. 
Estima la Sala, en consonancia con lo argumentado por  la juez de instancia y en contraposición con lo argumentado por la entidad impugnante, que la acción de tutela sí es procedente para invocar el amparo de los derechos fundamentales que se consideran quebrantados por el no reconocimiento de la pensión de invalidez, por cuanto se dan los requisitos jurisprudenciales que se han establecido para ello.

Indudablemente la actora es un sujeto de especial protección por varias razones, actualmente tiene 70 años de edad, se encuentra en delicado estado de salud debido a que padece “diabetes mellitus, enfermedad pulmonar obstructiva crónica, hipertensión arterial esencial primaria, síndrome del túnel carpiano y trastorno depresivo recurrente”, y fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 55.43%, a consecuencia de lo cual no puede trabajar y no cuenta con ningún ingreso económico, lo cual no fue desvirtuado por la entidad accionada.

Bajo esas circunstancias, la acción constitucional es el medio más idóneo para solicitar el reconocimiento de la prestación a la que considera tener derecho, no obstante contarse con la vía ordinaria, por cuanto sus particulares condiciones no le permiten esperar el trámite de un proceso judicial, y desde está presente la posibilidad de un perjuicio irremediable.

5.2.2- Fecha de estructuración que ha de tenerse en cuenta para el estudio de la prestación de invalidez.

Quizás el quid del asunto que pretendía se analizara por parte de la entidad accionada, no obstante que la sustentación se limitó a considerar como improcedente la acción constitucional, es lo relativo a la fecha de estructuración que se debe tener en cuenta como límite para proceder a estudiar la pensión de invalidez, pues ello fue objeto de revisión en las resoluciones que negaron la prestación.

Para el abogado del accionante, como para la a quo, en el presente asunto esa fecha la determinó el último aporte que hizo la señora VIRGELINA JIMÉNEZ BRAVO al sistema de seguridad social en pensión, esto es, en mayo 30 de 2012, en tanto hasta esa oportunidad la ciudadana tuvo la posibilidad de realizar actividad laboral y por ende efectuar las cotizaciones respectivas, habida cuenta que su condición de salud le impidió seguir en el mercado laboral, situación en la que se encuentra desde hace 5 años como así se señala en la tutela, no obstante que en el dictamen de la Junta Regional de calificación de invalidez, que data de julio 11 de 2016, se indicó que “no labora desde el año 2009”.
Conforme lo tiene sentado la Corte Constitucional, para el reconocimiento de la pensión de invalidez por vía de tutela, cuando se trata de un sujeto de especial protección que padece un padecimiento crónico, degenerativo o congénito, se debe tener en cuenta que:

“[…] el régimen legal para acceder a la pensión de invalidez se encuentra prescrito en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. La norma dispone que tendrá derecho a la pensión de invalidez la persona que sea declarada inválida, por enfermedad o por accidente, y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.”
. La norma señala que el término para completar las cincuenta (50) semanas requeridas, se cuenta a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, es decir, del momento a partir del cual la persona ha perdido la capacidad de laborar en tal grado, que le es imposible seguir cotizando al Sistema. La determinación de cuándo se tiene una pérdida de capacidad relevante para efectos pensionales, se establece a través del dictamen médico que realizan las Juntas Calificadoras de Invalidez.

Ahora bien, cuando se trata de accidentes o de situaciones de salud que generan la pérdida de capacidad de manera inmediata, la fecha de estructuración de la invalidez coincide con la fecha de la ocurrencia del hecho; sin embargo, existen casos en los cuales la fecha en que efectivamente una persona está en incapacidad para trabajar, es diferente a la fecha que indica el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral; esta última situación se presenta, generalmente, cuando se padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, en donde la pérdida de capacidad laboral es progresiva, en estos casos las calificaciones de invalidez se determinan generalmente con base en la fecha en la que se presentó el primer síntoma de la enfermedad, o en aquella que señala la historia clínica como de diagnóstico de la enfermedad. Empero, en este tipo de enfermedades dichas calificaciones no corresponden de manera cierta al momento en el que la persona pierde la capacidad laboral de manera permanente y definitiva, tal y como lo exige la normatividad que regula la pensión de invalidez.
 En consecuencia se genera una desprotección constitucional y legal de las personas con invalidez.
” 

El canon 39 de la Ley 100/93, modificado por el art. 1° de la Ley 860/03, estableció que tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado que sea declarado inválido y acredite haber cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los tres  (3) últimos años anteriores a la fecha de estructuración. En el presente asunto se tiene que a la señora VIRGELINA DE JESÚS JIMÉNEZ se le fijó como día de estructuración la de mayo 26 de 2015, lo que no comparte su apoderado por cuanto la misma tiene antecedentes patológicos con muchísima antelación, esto es, desde el año 2010 a raíz de la enfermedad pulmonar obstructiva crónica, lo que conllevó a que por parte de COOMEVA se le otorgara un concepto no favorable de rehabilitación, y por ende se solicitó a COLPENSIONES en marzo 23 de 2011 que realizara el proceso de calificación,  que al parecer se hizo en una primera oportunidad -como así se desprende de lo indicado en el dictamen de la Junta de Calificación  de julio 11 de 2016-, aunque de éste no se aportó información alguna.

Así mismo, al adoptarse el fallo pertinente por la funcionaria a quo, también se trajo a consideración una reciente decisión de la Corte Constitucional
 en la que de su atenta lectura se desprende que la fecha a partir de la cual se cuentan los tres años anteriores para completar las 50 semanas requeridas, se debe señalar luego de establecerse si la pérdida ha sido instantánea o paulatina, en tanto en el primer evento el día de la estructuración coincide con el de la ocurrencia del hecho, pero en el segundo caso los dictámenes fijan una fecha retroactiva, generalmente cuando apareció el inicial síntoma o la reseñada en la historia clínica como aquella en que se diagnosticó su padecimiento, sin que ello signifique que para ese momento la persona estuviera en imposibilidad de trabajar, ya que la capacidad laboral se puede perder de manera progresiva, a consecuencia de dolencias crónicas, degenerativas o congénitas en donde tal mengua es espaciosa.

En el presente asunto, se tiene que la señora VIRGELINA JIMÉNEZ BRAVO se hacía merecedora a la protección constitucional que le fue conferida por la a quo, por cuanto además de las 845 semanas cotizadas antes de la fecha de estructuración, en el dossier obra prueba que acredita que en efecto con antelación a la última fecha de aportes al Sistema General de Pensiones, esto es, en mayo 30 de 2012, ya padecía una dolencia crónica que muy seguramente se agravó, aunado a la existencia de otros padecimientos que conllevaron a la Junta de Calificación para otorgarle el porcentaje de disminución aludida.

De la documentación que se arrimó al expediente, se aprecia que la señora VIRGELINA JIMÉNEZ, sufría, además de diabetes e hipertensión arterial, de una enfermedad pulmonar obstructiva crónica desde el año 2010, lo que ameritó su respectivo tratamiento por parte del neumólogo WILLIAM ARCINIEGAS y tales dolencias fueron las que en una primera oportunidad llevaron a la EPS COOMEVA mediante oficio 38290 de marzo 23 de 2011 a solicitar a COLPENSIONES  que efectuara dictamen de pérdida de capacidad laboral, en tanto se emitió un concepto no favorable de recuperación, observándose que el diagnóstico clínico que los motivó para ello, hizo referencia a las siguientes patologías “EPOC severo, oxigeno dependiente; diabetes y HTA -hipertensión arterial-”.
Precisamente, cotejado el dictamen emitido por la Junta de Calificación de Invalidez, se evidencia con meridiana claridad que las enfermedades sufridas  por la señora VIRGELINA JIMÉNEZ, relacionadas con la deficiencia cardiovascular, pulmonar y por diabetes, entre otras, fueron las que originaron el otorgamiento de una pérdida de capacidad laboral del 55.43%, dejándose claro en tal dictamen que dichas enfermedades son degenerativas y progresivas.

Para la Sala entonces, en el presente caso era procedente ordenar a COLPENSIONES la realización de un nuevo estudio de la petición de la actora, al tener en cuenta como fecha de estructuración aquella en la que hizo su última cotización, pues a consecuencia de las patologías que sufre y de las cuales obra prueba de su existencia desde el año 2010, ello da a entender que las mismas solo le permitieron ejercer alguna actividad productiva hasta el mes de mayo de 2012, por ser ésta la fecha donde contó con las condiciones físicas suficientes para laborar de forma independiente y por ende aportar al Sistema General de Seguridad Social en Pensión, lo cual siempre efectuó sobre la base de un salario mínimo legal, como se aprecia del reporte arrimado al dossier, todo lo cual se compadece con las actividades que ejerció como vendedora de arepas, en una trilladora donde escogía café y en un vivero.

A título de colofón, en el presente asunto, tenemos lo siguiente:

i) La señora VIRGELINA DE JESÚS JIMÉNEZ BRAVO pidió la pensión de invalidez, en razón de una discapacidad que supera el 50% que le negó COLPENSIONES por resolución GNR 348464 de noviembre 22 de 2016, por cuanto no acreditó las 50 semanas que exige la Ley, habiéndose interpuesto recurso de apelación contra el citado acto administrativo, que fuera resuelto mediante resolución VPB1307 de enero 11 de 2017 donde se confirmó la negativa del reconocimiento pensional, por lo cual se observa que la accionante actuó con la mínima diligencia administrativa para obtener su derecho.

 

ii)  La señora JIMÉNEZ BRAVO es un sujeto de especial protección constitucional, en la medida en que tiene una discapacidad de 55.43.%, producto de sus diversas dolencias “diabetes mellitus, enfermedad pulmonar obstructiva crónica, hipertensión arterial esencial primaria, síndrome del túnel carpiano y trastorno depresivo recurrente”, además de contar en la actualidad con algo más de 70 años de edad y haber cotizado 845 semanas, lo que implica que no se ocasionará un detrimento para la sostenibilidad financiera del sistema pensional.
 

iii)  Al no reconocérsele su pensión de invalidez se quebranta el derecho al mínimo vital de la actora, toda vez que carece de ingresos para satisfacer sus necesidades básicas, lo que no desvirtuó la accionada. De ese modo, la prestación solicitada se convierte en el único medio que impide que la vida digna de la peticionaria se afecte.

 

iv)   Debido a su estado de salud y situación económica, la demora en la definición de los conflictos relativos al reconocimiento de la pensión de invalidez por los mecanismos ordinarios de defensa judicial, puede vulnerar los derechos de la señora JIMÉNEZ BRAVO al mínimo vital, a la salud, e incluso a su propia subsistencia, circunstancia que justifica la intervención del juez de tutela para la protección de estos intereses. 

 

v) Del material probatorio aportado al proceso, se observa que la señora VIRGELINA JIMÉNEZ con antelación a mayo 30 de 2012, fecha de su última cotización en pensión, sufría de varias de las dolencias que conllevaron a que posteriormente le fuera otorgada una pérdida de capacidad para laborar superior al 50%, pues a partir de allí se le imposibilitó continuar con sus ocupaciones y por lo tanto, para determinar la concesión del derecho pensional por invalidez, debe tenerse en cuenta como la fecha de estructuración, no aquella indicada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, sino la de mayo 31 de 2012, cuando su condición de salud le imposibilitó seguir en el mercado laboral, como así lo ordenó la a quo y lo cual acompaña esta Corporación.

Acorde con lo analizado, y por considerar que la decisión adoptada por la funcionaria de primer nivel se ajusta a derecho, el Tribunal confirmará la sentencia impugnada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, objeto de impugnación.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia, se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� En dicha decisión se expresó: “Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes”. Así mismo sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008 y T-043 de 2007. 


�  “[…] (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio […]y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” 


� Sentencia C-428 de 2009. M.P. Mauricio González Cuervo.


� Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, y Decreto 917 de 1999. En la sentencia T-163 de 2011, M.P. María Victoria Calle, se estableció: (i) En los casos que se enmarcan dentro del presupuesto señalado, la fecha de estructuración no responde a este criterio; por el contrario, se establece en un momento en que los síntomas de la enfermedad -crónica, degenerativa o congénita- se hacen notorios, pero no son definitivos. (ii) El artículo 3 del Decreto 917 de 1999 (Por el cual se modifica el Decreto 692 de 1995 -por el cual se adopta el Manual Único para la Calificación de la Invalidez.-) define la fecha de estructuración de la invalidez como “la fecha en que se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva. Para cualquier contingencia, esta fecha debe documentarse con la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o corresponder a la fecha de calificación. En todo caso, mientras dicha persona reciba subsidio por incapacidad temporal, no habrá lugar a percibir las prestaciones derivadas de la invalidez”.


� Sentencia T-163 de 2011, M.P. María Victoria Calle.


� Sentencia T-020 de 2016


� Sentencia T-194 de 2016. 
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